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Actualmente es de relevancia mundial la protección y uso del medio ambiente, ya 
que los recursos naturales por la elevada aceleración de la contaminación, cada vez 
son más escasos. El recurso con mayor importancia para nuestra vida diaria,  es el 
agua. A partir de esta afirmación surge nuestra investigación sobre la protección que 
el Estado le da a este recurso natural a través de cargas económicas.  
 
No basta con tomar medidas particulares para conservar este bien, también es 
necesario implementar medidas legales para protegerlo. En nuestra legislación 
nacional de manera reciente se promulgó la Ley No. 650, Ley General de Aguas 
Nacionales, La Gaceta No. 169 del 04 de Septiembre del 2007  en la cual se crea el 
canon de aprovechamiento que permitirá regular todos los usos que actualmente se 
le está dando a este bien, unos mayores que otros, unos para subsistir otros para 
enriquecerse.  
 
El problema que presenta esta iniciativa es ¿quién es la autoridad para establecer y 
cobrar este canon?, hay que analizar su naturaleza jurídica debido a las confusiones 
que existen al respecto, nuestro trabajo investigativo trata de aportar datos y 
conceptos profundos que aclaren la situación del canon y de esta manera aplicarlo 
de una forma conveniente.  
 
Nos enfocamos únicamente a un análisis jurídico sobre esta nueva carga económica 















Análisis jurídico, técnico y práctico de la viabilidad de aplicación del canon de 
aprovechamiento que tienen que pagar las personas naturales o jurídicas  por cada 
metro cúbico de uso, extracción y vertido de agua, según la Ley No. 650, Ley 







 Analizar las normas constitucionales y legislación vigente referente a la 
protección del ambiente, particularmente el agua. 
 
 Explicar el concepto y diferenciación de las cargas económicas, tributos  y 
precios públicos, para determinar si el canon forma parte de estos ingresos 
financieros. 
 
 Analizar los elementos y características del canon de aprovechamiento para 








I.  MARCO TEORICO O CONCEPTUAL 
 
En nuestro primer capítulo ubicamos el marco jurídico del bien natural agua, para 
delimitar nuestro estudio a las leyes que norman y regulan este recurso, son la base 
legal donde se establece que es un bien público perteneciente al Estado y por lo 
cual debe velar por este recurso natural para asegurar sus fuentes en un presente y 
futuro; en un segundo plano explicamos las funciones de las instituciones que 
regulan el aprovechamiento, uso y protección de este bien, cabe hacer la aclaración 
de que algunas de las instituciones aquí mencionadas actualmente no están en 
funcionamiento pero son creadas por la ley de nuestro objeto de estudio. 
Consideramos importante  hacer estas acotaciones con el fin de aclarar el universo 
jurídico en que se enmarca nuestro trabajo monográfico. 
 
El segundo capítulo hace referencia a la definición de las especies tributarias y no 
tributarias de las que está sujeto el sistema financiero nacional, diferenciándolas 
unas con otras  con la finalidad de ubicar a cual de ellas pertenece el canon de uso 
y aprovechamiento de aguas nacionales. Lo vemos necesario para saber ante que 
figura o carga económica estamos investigando y debido desinformación que existe 
al respecto de su naturaleza jurídica.  
 
El tercer  capítulo es una explicación profunda del canon en sí, su función ecológica 
y un porqué de su creación. También nos enfocamos en los usos permitidos que se 












Clasificamos la metodología como cualitativa,  ya que es una investigación flexible y 
recursiva, como investigadoras filtramos los datos a nuestro criterio, por lo que los 
resultados pueden ser subjetivos.  No queremos probar ninguna teoría o hipótesis, 
es más bien una investigación que quiere generarlas. 
 
El trabajo abarca el fenómeno del canon en su conjunto, no lo divide en diferentes 
variables.  Con este escrito esperamos que los resultados proporcionen 
explicaciones del porqué del canon, con datos o información más profunda.  
 
El método general de la investigación científica es el analítico: persigue como 
objetivo conocer las causas, los efectos, la naturaleza y las características de los 
objetos de estudio. Para esto fue necesario remitirnos a fuentes bibliográficas que 
ayudaron a enriquecer nuestros conocimientos sobre este tema en especial; y la 
realización de entrevistas y visitas a especialistas en el tema para conocer su punto 
de vista sobre este tipo de medida que aplica el Estado para proteger el medio 
ambiente. También es importante conocer la posición del Estado, la sociedad civil y 
la empresa privada que son los que se ven afectados con el cobro del canon.  
 
Según la profundidad del conocimiento es una investigación exploratoria, ya que 
muy poco se conoce sobre el tema, por estar el canon en una ley reciente y todavía 
en proceso de aplicación. No es un tema muy discutido ni estudiado.  
 
Por último, según los tipos de investigación en el tiempo se trata de un estudio 
longitudinal prospectivo porque se realiza en el sentido del tiempo (presente y 








En las últimas décadas, ha surgido con fuerza el concepto de desarrollo sostenible, 
como la manera más viable de hacer uso de los recursos naturales, sin 
comprometer las necesidades de futuras generaciones. Sin embargo, aunque esta 
idea reconoce como urgente la solución de los problemas ambientales, su 
implementación no ha llegado tan lejos como debería.   
 
En general, son los gobiernos de países desarrollados quienes tienen políticas de 
desarrollo sostenible y esto a veces a costa de generar insostenibilidad en los 
países de los cuales se abastecen. Por otro lado el concepto de sostenibilidad no ha 
sido lo suficientemente difundido e inculcado en los ciudadanos, quienes consideran 
que su participación en este tema está subordinado a las decisiones y medidas que 
tomen los gobiernos.  
 
El ámbito de desarrollo sostenible1 puede dividirse conceptualmente en tres partes: 
ambiental, económica y social. Se considera el aspecto social por la relación entre el 
bienestar social con el medio ambiente y la bonanza económica. El triple resultado 
es un conjunto de indicadores de desempeño de una organización en las tres áreas. 
 
La Cumbre de la Tierra de 19922 exhortó a la humanidad a reducir su impacto sobre 
el Planeta. Diecisiete años después, el mundo se ha convertido más riesgoso, con 
más basura, población y pobreza, pero con menos biodiversidad, áreas boscosas, 
agua limpia, tierra fértil y capa de ozono. 
 
                                            
1 El término desarrollo sostenible o sustentable se aplica al desarrollo socio-económico y fue formalizado por 
primera vez en el documento conocido como Informe Brundtland (1987), fruto de los trabajos de la Comisión 
Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo de Naciones Unidas, creada en Asamblea de las Naciones Unidas en 
1983. 
2 Las Conferencias de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, también conocidas como las      
Cumbres de la Tierra, fueron unas cumbres internacionales que tuvieron lugar en Río de Janeiro (Brasil) del 3 de 
junio al 14 de junio de 1992 y en Johannesburgo (Sudáfrica) del 26 de agosto al 4 de septiembre del 2002. 
Fueron unas conferencias sin precedentes en el ámbito de las Naciones Unidas, tanto en tamaño como en 
alcance de sus motivos. 
 En el siglo XX, la población humana se ha cuadruplicado, pasando de 1600 a 6000 
millones de seres humanos. En el mismo período, se perdió casi una quinta parte de 
la superficie de las tierras cultivables, bosques tropicales y decenas de miles de 
especies vegetales y animales. Extensas áreas se han desertizado, bosques y lagos 
se han acidificado, el agua potable es ya un bien escaso, la capa de ozono 
disminuye y la acumulación de gases de efecto invernadero en la atmósfera, 
ocasiona cambios climáticos globales que ya empiezan a sentirse en este nuevo 
milenio. 
 
Entre 1970 y 1990 la tierra ha perdido el 30% de su riqueza forestal e hídrica a un 
ritmo de 1% anual, al tiempo que el consumo de recursos ha crecido al 2% anual3; 
sin embargo, conocer los datos no basta para modificarlos, también urge redefinir 
nuestra actitud hacia el medio ambiente, lo cual implica un cambio profundo en 
nosotros mismos, nuestras creencias y estilo de vida.   
 
Con este panorama mundial, desde hace unos años ningún Estado es ajeno a la 
actividad de sus agentes o particulares que pongan en peligro, amenacen o causen 
deterioro al medio ambiente. Su obligación de proteger, conservar y velar por la 
utilización racional, los recursos naturales ha motivado al establecimiento de 
múltiples medidas para la contrarrestar las alteraciones que éstos puedan sufrir, 
desde acciones legislativas, pasando por administrativas, impositivas y judiciales.  
 
En especial, las medidas administrativas constituyen la manera como las 
autoridades que tienen a cargo el cuidado del ambiente y la gestión de los recursos 
naturales adoptan decisiones sobre la preservación, conservación, uso y 
aprovechamiento sostenible utilizando las prerrogativas de que disponen. Como 
acciones para combatir este problema mundial, en el ámbito internacional se ha 
venido trabajando en disposiciones regulatorias para la protección del recurso 
natural agua, específicamente. 
 
                                            
3 Esquivel Frías, Leonora. Responsabilidad y Sostenibilidad Ecológica, una Ética para la Vida. Tesis doctoral. 
Universidad Autónoma de Barcelona. Página 19. 
 Recientemente en nuestro país se publicó la Ley General de Aguas Nacionales4, 
entró en vigencia el 4 de marzo 2008. Dicho cuerpo legal tiene como objeto 
establecer el marco jurídico institucional para la administración, conservación, 
desarrollo, uso, aprovechamiento sostenible, equitativo y de preservación en 
cantidad y calidad de todos los recursos hídricos existentes en el país, sean 
superficiales, subterráneos, residuales y de cualquier otra naturaleza, garantizando 
a su vez la protección de los demás recursos naturales, los ecosistemas y el 
ambiente en general. También da seguridad para que el agua no sea privatizada. 
 
El artículo 13 de dicho cuerpo normativo, literalmente establece: 
“(…) a)  Recurso estratégico. El agua es un recurso estratégico para el desarrollo 
económico y social del país. La problemática del agua es un asunto de 
prioridad nacional y su uso, aprovechamiento eficiente, calidad y las 
acciones de protección contra inundaciones y sequías, son condiciones 
necesarias para sustentar de manera sostenible el desarrollo económico y 
social y de garantizar el abastecimiento básico a las presentes y futuras 
generaciones (…)”.  
 
“ (…) d)  Administración responsable. El agua es un recurso natural que debe estar 
protegido y administrado de forma responsable, su acceso permanente y 
continuo es un derecho intrínsecamente vinculado a la vida. Proveer su 
suministro para el consumo de las personas representa una máxima 










                                            







CAPITULO I:     Marco jurídico e institucional del agua 
 
 
1. Marco jurídico que regula el recurso agua 
  
a. Constitución Política de Nicaragua 
 
Tomamos como punto de partida de nuestro trabajo el hecho de que el recurso agua 
se configura como un bien jurídico constitucionalizado; es decir, como un valor que 
es objeto de protección por el ordenamiento jurídico, en virtud de un precepto 
constitucional y de grupo de normas de carácter administrativo, penal o tributarias.  
 
El artículo 60 Cn., situado entre los derechos sociales de pueblo de Nicaragua, 
dispone que “los nicaragüenses tienen derecho de habitar en un ambiente 
saludable;  además que el Estado tiene la obligación de preservar, conservar y 
rescatar el medio ambiente y los recursos naturales”. El título medio ambiente es 
entendido en este artículo como el entorno vital del hombre en un régimen de 
armonía, que aúna lo útil y lo grato.  
 
La definición de medio ambiente, como tal comprende, es una serie de elementos o 
agentes geológicos, climáticos, químicos, biológicos y sociales que rodean a los 
seres vivos y actúan sobre ellos para bien o para mal, condicionando su existencia, 
su identidad, su desarrollo y más de una vez, su extinción, desaparición o 
consunción5. De esta definición cabe deducir que los bienes ambientales (agua, 
aire, suelo, patrimonio histórico, etc.) adquieren relevancia constitucional con 
independencia de su titularidad.   
                                            
5  Herrera Molina, Pedro. Derecho ambiental tributario: la introducción del interés ambiental en el ordenamiento 
jurídico. Página 16  
  
La Constitución política reconoce la relevancia de los bienes ambientales, y en los 
Artículos 60 Cn. y 102 Cn. estipula que el único titular de estos bienes es el Estado 
y este tiene el deber de protegerlo, conservarlo y rescatarlo. El artículo 60 Cn. 
reconoce el derecho de disfrutar el medio ambiente (aire, suelo, agua, patrimonio 
histórico, etc.) para un sano desarrollo de la persona. Es un mandato constitucional 
que obliga a los deberes públicos a economizar el uso del recurso agua en interés 
de las generaciones futuras.  
 
También lo establece el artículo 102 Cn., estipulando que “la preservación del 
ambiente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos 
naturales corresponden al Estado”. Asimismo, establece que los recursos naturales 
son patrimonio de la nación, correspondiéndole al Estado la promoción, el 
desarrollo, la conservación y explotación racional de este recurso, cuando el interés 
nacional lo requiera.  
 
Al relacionar ambos artículos constitucionales con el recurso agua, extraemos que, 
como bien de dominio público, el aprovechamiento de este le corresponde al Estado 
de Nicaragua, y estas pueden ser objeto de explotación racional, ya sea por parte 
del mismo Estado o por particulares, mediante concesiones o licencias especiales 
otorgada por tiempo determinado y con arreglo a las condiciones establecidas por 
ley.   
 
El recurso agua goza además de ser un recurso inembargable, imprescriptible e 
inalienable y su explotación se puede dar siempre y cuando se garantice a todos los 
habitantes el derecho a una calidad de vida dentro de un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado.  
 
Con respecto a la explotación de los recursos naturales, la Constitución Política en 
su artículo 105 menciona que las inversiones privadas, sus modalidades y las 
concesiones de explotación en estas áreas, serán reguladas por la ley en cada 
caso. Con respecto al agua, la legislación que regula el uso por parte de particulares 
es la Ley General de Aguas Nacionales. 
 
 b. Código Civil de la República de Nicaragua 
 
Con el mismo lineamiento de la Constitución Política nicaragüense, el Código Civil 
establece que el recurso agua es de dominio público. Así, el artículo 611 señala que 
“son públicas las cosas naturales o artificiales, apropiadas o producidas por el 
Estado o por corporaciones públicas, y mantenidas bajo su administración, de las 
cuales es licito a todos, individual o colectivamente, utilizarse, con las restricciones 
impuestas por la ley o por los reglamentos administrativos”. Pertenecen a esta 
categoría: 
 
(…)    2º. Las aguas saladas de las costas, ensenadas, bahías, ríos y lechos de los 
mismos. 
 
3º. Los lagos y lagunas y los canales y corrientes de aguas dulce navegables 
o flotables con sus respectivos lechos o álveos, y las fuentes públicas “(…) 
 
La colectividad de los recursos naturales también se expresa en el artículo 612 Cc., 
el cual dicta que “son comunes las cosas naturales o artificiales no apropiadas 
individualmente, de las cuales únicamente es permitido aprovecharse, conforme a 
los reglamentos administrativos, a los individuos comprendidos en cierta 
circunscripción administrativa, o que forman parte de determinada corporación 
pública. Pertenece a esta categoría:  
 
(…) 2º Las corrientes de agua no navegables ni flotables, que, atravesando terrenos 
municipales o departamentales o predios particulares, desembocan en el mar, 
en corriente navegable o flotable; los lagos o lagunas sitios en terrenos 
municipales o departamentales, y los estanques, fuentes o pozos construidos a 
costa de las municipalidades (…). 
 
Se aplicaran a los lagos naturales de agua dulce, rodeados de predios particulares y 
terrenos incultos públicos, municipales o departamentales, las disposiciones de 
todos los incisos precedentes que fueran compatibles con la naturaleza de sus 
aguas no corrientes”. 
 
  




La Ley General de Aguas Nacionales (LGAN) es, posterior a la Constitución Política, 
la que protege directamente al recurso hídrico. Dicha ley considera dentro de su 
articulado, que el recurso natural agua es patrimonio nacional y por lo tanto es deber 
del Estado su conservación, desarrollo y uso sostenible, evitando cualquier tipo de 
privatización.  
 
Este cuerpo legal establece la institucionalidad, el régimen legal para el uso y 
aprovechamiento sostenible del recurso, así como las relaciones de las instituciones 
con los particulares involucrados, incluyendo así la participación ciudadana en la 
gestión del recurso.   
 
El objetivo de la Ley, según su artículo primero, es claro y consiste en establecer el 
marco jurídico institucional para la administración, conservación, desarrollo, uso, 
aprovechamiento sostenible, equitativo y de preservación en cantidad y calidad de 
todos los recursos hídricos existentes en el país, sean estos superficiales, 
subterráneos, residuales y de cualquier otra naturaleza.  
 
Entre los objetivos particulares de la LGAN se encuentran: 
 Ordenar y regular la gestión integrada de los recursos hídricos a partir de las 
cuencas y subcuencas y microcuencas hidrográficas e hidrogeológicas del 
país. 
 Crear y definir las funciones y facultades de las instituciones responsables de 
la administración del sector hídrico y los deberes y derechos de los usuarios, 
así como, garantizar la participación ciudadana en la gestión del recurso. 
 Regular el otorgamiento de derechos de usos o aprovechamiento del recurso 
hídrico y de sus bienes. 
 
 El Reglamento6 tiene por objeto establecer el marco jurídico para la aplicación de la 
Ley No. 620, Ley General de Aguas de Nacionales. Las autoridades autorizadas 
para la aplicación del Reglamento serán las creadas y reconocidas en la Ley. Estas 
autoridades trabajarán en armonía y en coordinación con las instituciones del 
Estado vinculadas al recurso agua, así como con los Gobiernos Municipales y 
Regionales correspondientes.  
 
Con respecto al uso y aprovechamiento del recurso hídrico, el Reglamento hace 
referencia al tema en los artículos 70 y 95. El primero determina que los permisos 
de uso de agua, a excepción de los previstos taxativamente por la ley, conllevaran al 
pago de un canon o cuota. Estos cobros por aprovechamiento de aguas nacionales, 
cuando se trate de autorizaciones, licencias y permisos se establecerán por la ANA. 
El pago por las concesiones otorgadas deberá ser propuesto por ANA a la 
Asamblea Nacional. 
 
Lamentablemente, el legislador no logro diferenciar entre el uso, protección, 
conservación y aprovechamiento del recurso hídrico y el servicio  de agua potable 
que se le brinda a la ciudadanía y al que el Estado está obligado. El legislador 
incluyó en la Ley regulaciones al servicio público, cuando éstas ya existen y son 
competencia de ENACAL, apareciendo contradicciones o confusiones entre las 
instituciones. 
 
d. Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales 
 
La Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales7 tiene entre sus 
objetivos particulares, garantizar el uso y manejo racional de las cuencas y sistemas 
hídricos, como medio de proteger la sostenibilidad de las aguas nacionales. Declara 
que el establecimiento de áreas protegidas tiene, entre sus objetivos fundamentales, 
la protección de cuencas hidrográficas, ciclos hidrológicos, mantos acuíferos.  
 
                                            
6  Decreto No. 106-2007, Reglamento de la Ley No. 620, Ley General de Aguas Nacionales. La Gaceta No. 214      
07 de noviembre del 2007. 
7 Ley No. 217, Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales. La Gaceta No. 105, 6 de junio 1996 
 El Título III de dicha Ley dicta un Capítulo especialmente creado para las aguas 
nacionales. En el reafirma, que el agua, en cualquiera de sus estados, es de 
dominio público. Además, el Estado se reservará la propiedad de las playas 
marítimas, fluviales y lacustres, entre otros. Es igualmente obligación del Estado y 
de todas las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividad en las aguas 
nacionales, la protección y conservación de los ecosistemas acuáticos, garantizando 
su sostenibilidad. 
 
Con respecto al uso y aprovechamiento del agua, la Ley establece que se requerirá 
autorización previa en los casos siguientes: cuando se quiera establecer servicios 
de transportación, turismo, recreación o deporte en lagos, lagunas, ríos y demás 
depósitos de agua; explotación comercial de la fauna y otras formas de vida 
contenidas en los mismos; aprovechamiento de la biodiversidad existente en los 
recursos acuáticos; ocupación de playas o riberas de ríos; verter aguas residuales o 
de sistemas de drenajes de aguas pluviales e inyectar aguas residuales 
provenientes de actividad geotérmica.   
 
Determina igualmente que en casos de uso y aprovechamiento se constituirán una 
serie de obligaciones, entre ellas se encuentra la obtención de una autorización 
previa, contar con instrumentos necesarios, aprovechar con eficiencia y economía el 





















2.  Marco Institucional  
 
Entre las instituciones que están en funcionamiento en el sector agua se encuentra 
el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (INAA), que es el ente 
regulador de los servicios públicos relacionados con el agua. La Empresa 
Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (ENACAL), entidad del Estado para 
asegurar las inversiones y operaciones en el suministro de agua potable y 
saneamiento, también tiene la responsabilidad de monitorear y controlar la calidad 
del agua a nivel urbano y rural.  
 
La Ley Creadora de ENACAL8 en el artículo 21 establece que "el agua para el 
consumo humano es responsabilidad de ENACAL, cualquier uso de una fuente 
destinada al agua potable debe ser consultada por tratarse de un recurso esencial 
para la vida".  
 
Existe una División de Recursos de Agua en Instituto Nicaragüense de estudios 
territoriales (INETER), que recoge, procesa y publica información hidrológica y 
asume la responsabilidad del pronóstico de las inundaciones. De igual manera el 
Fondo de Inversión Social de Emergencia (FISE) es una entidad gubernamental que 
participa en el esfuerzo de construir proyectos de agua en zonas rurales.  
 
En la última década surgieron otras instituciones vinculadas al agua, algunas de 
                                            
8   Ley No.276, Ley creadora de ENACAL, La Gaceta No 245, 26 de Diciembre del 2003 
 ellas con competencias contradictorias porque respondían a la promoción de 
políticas de privatización o de segmentación financiadas por algunos organismos 
internacionales. Ejemplo de ello son Adaguas en MIFIC y la Comisión nacional de 
agua potable y alcantarillado sanitario (CONAPAS).  
 
La actividad de las diversas instituciones vinculadas al agua debe expresarse 
también en los esfuerzos de reforestación, dado que el despale está afectando de 
manera adversa los recursos de aguas superficiales y subterráneos de Nicaragua. 
b. Ley No.620, Ley General de Aguas Nacionales9 
 
Hasta hace poco Nicaragua no contaba con una ley integral sobre el agua. El 
anteproyecto de la Ley General de Aguas Nacionales esperó en la Asamblea 
Nacional durante varios años, pero finalmente fue aprobada en mayo del 2007 y 
publicada en septiembre del mismo año, iniciando su vigencia en marzo del 2008 y 
su Reglamento se publicó el 7 de noviembre del 2007. 
 
A continuación se explica cada una de las instituciones que se crean en esta Ley. 
 




Los artículos 21 y 23 de la LGAN crean el Consejo nacional de los recursos hídricos, 
como instancia del más alto nivel y foro de concertación y participación, donde los 
temas a debatir están enfocados a la aprobación de las políticas generales de 
planificación y seguimiento a la gestión que realiza la Autoridad Nacional del Agua 
(ANA) en el sector hídrico. 
 
Atribuciones 
 Elaborar  y actualizar la Política Nacional de los Recursos Hídricos. 
                                            
9   Hacemos la aclaración, de que las instituciones a continuación mencionadas, actualmente no se encuentran 
en funcionamiento, ya que la LGAN está en proceso de implementación. Son incluidas en este trabajo 
monográfico porque dicha Ley es el objeto de nuestro estudio. 
  Conocer y resolver los asuntos que se sometan a su consideración sobre la 
administración del agua y sobre los ingresos, bienes y recursos de la 
Autoridad Nacional del Agua (ANA). 
 Aprobar las concesiones para aprovechamiento de uso múltiple del agua o de 
carácter estratégico para el país, o que cubren más de un sector o una 
cuenca o impliquen la construcción de obras hidráulicas de grandes 
dimensiones 
 
ii. Autoridad Nacional del Agua (ANA) 
 
La Ley General de Aguas Nacionales, crea la Autoridad Nacional del Agua (ANA) y 
norma muchos aspectos que constituían importantes lagunas jurídicas, posibilitando 
así deslindar y distribuir las responsabilidades de las distintas instituciones 
gubernamentales sobre este recurso. 
¿Qué es el ANA? 
 
El artículo 24 de la LGAN crea la Autoridad Nacional del Agua (ANA) como el 
órgano descentralizado del Poder Ejecutivo en materia del agua, con personería 
jurídica propia, autonomía administrativa y financiera. El ANA tendrá tres tipos de 
facultades: facultades técnicas-normativas, técnicas-operativas y de control y 
seguimiento, para ejercer la gestión, manejo y administración en el ámbito nacional 




Entre sus funciones técnico normativas se encuentran: 
 Proponer al Poder Ejecutivo, el establecimiento y las modificaciones de los 
cánones por el uso o aprovechamiento de recursos hídricos. 
 Otorgar, modificar, prorrogar, suspender o extinguir los  títulos de concesión y   
licencia y   para el uso o aprovechamiento del agua y de sus bienes, y los 
permisos para el vertido de las aguas residuales en cuerpos receptores de 
dominio público.  
  Realizar periódicamente los estudios y análisis sobre la valoración  
económica y financiera del agua por fuente de suministro, localidad y tipo de 
uso, que soporten los criterios para el cobro de tarifas y cánones de agua, 
incluyendo el pago por servicios ambientales hidrológicos. 
 Realizar la caracterización de los cuerpos de aguas para usos potenciales. 
Las funciones técnico operativas, entre otras: 
 Administrar y custodiar en forma integral y por cuenca las aguas nacionales 
que regula la ley, así como preservar y controlar su cantidad y calidad.  
 Administrar y custodiar los bienes de dominio público y las obras públicas 
hidráulicas del Estado, excepto las que están a cargo de otras entidades 
públicas o privadas y la de usuarios concesionadas. 
 




Se crean por medio del artículo 31 de la LGAN, como expresión derivada y 
dependiente de la ANA en las cuencas hidrográficas superficiales y del subsuelo en 
el territorio nacional. Los Organismos de Cuencas funcionarán como instancias 
gubernamentales, con funciones técnicas, operativas,  administrativas y jurídicas 
especializadas propias, coordinadas y armonizadas con la ANA, para la gestión, 
control y vigilancia del uso o aprovechamiento de las aguas en al ámbito geográfico 
de su Cuenca respectiva.  
 
Atribuciones del Consejo directivo 
 
Según el artículo 37 del RLGAN, las atribuciones del Consejo Directivo de los 
Organismos de Cuencas son los siguientes: 
 Coordinar con las municipalidades lo relativo al otorgamiento de derechos de 
uso o aprovechamiento de agua y a las acciones de protección y 
conservación de los recursos hídricos, superficiales y subterráneos 
 Administrar, custodiar, preservar y conservar los recursos hídricos. 
  Vigilar el cumplimiento de las obligaciones a las cuales están sujetas los 
usuarios de los recursos hídricos, así como los responsables de los vertidos 
de aguas residuales, en los términos de sus respectivas autorizaciones, 
concesiones o licencias y de las demás disposiciones legales aplicables. 
Es importante recalcar que el artículo 39 del RLGAN dicta que a través de los 
Organismos de Cuenca procederán a establecer mecanismos que determinen el 
volumen de las aguas extraídas o utilizadas en virtud de las concesiones, permisos, 
licencias y autorizaciones concedidas. En un plazo mayor de 3 años, todas las 
personas que utilizan bajo estas figuras el recurso agua, deben contar con 
procedimientos o medidores para determinar el volumen agua utilizada en un 
período determinado.  
 




Se establecen como los instrumentos territoriales que se utilizarán para velar que en 
el área determinada, como una cuenca específica, se cumplan con los objetivos que 
la Ley establezca para el manejo del recurso. Además, por medio de estos se 
impulsará la participación ciudadana en la gestión del recurso hídrico ya que se 
constituirán como foros de consulta, coordinación y concertación entre los 
Organismos de Cuenca, entidades del Estado, Municipios, Regiones Autónomas, en 





 Conocer y aportar al Plan Nacional Hídrico y Plan Hidrológico por Cuenca y 
sus actualizaciones, evaluar en su territorio la ejecución. 
 Conocer y opinar sobre los informes de gestión, convenios y contratos de 










CAPITULO  II: Conceptualización y diferenciación jurídica de tributos y precios 
públicos 
 
1. Análisis de la categoría jurídica del precio público y su delimitación con el tributo 
 
a. Notas conceptuales del precio publico 
 
i. Aspectos generales 
 
No nos ha sido posible rastrear los orígenes doctrinales, jurisprudenciales y/o 
legislativos de la figura de los precios públicos. Hubiera sido un ejercicio interesante 
y esclarecedor que nos permitiría entender la utilidad de la figura de los precios 
públicos dentro del contexto en el que la misma surgió.  
 
Sin embargo, lo que si tenemos claro es que la figura de los precios públicos, al 
igual que cualquiera de las especies tributarias, comparte una finalidad común la 
cual es obtener los recursos necesarios para financiar actividades estatales, 
diferenciándose ambas figuras en relación al régimen legal que a cada una de ellas 
resulta aplicable.10 
Para analizar el precio público es necesario retomar las bases del Derecho 
Financiero, el cual es definido como la parte del derecho que regula la acción 
                                            
10 Casanova-Regis, Roberto. “Diferencia entre tributos y precios públicos”. Selecciones jurídicas. Voz jurídica 
Sampedrana. [En línea]. 23 de septiembre de 2007, No. 1. [fecha de consulta: 1 Julio 2009]. Disponible en:  <  
http://seleccionesjuridicas.blogspot.com/2007/09/diferencias-entre-tributos-y-precios.html> 
 administrativa del Estado dirigida a la obtención e inversión de los medios 
económicos destinados al sostenimiento de los servicios públicos11.   
El Derecho Financiero es también definido como un conjunto de normas jurídicas 
que regulan la actividad financiera del Estado en sus tres momentos: en el 
establecimiento de tributos y obtención de diversas clases de recursos; en la gestión 
o manejo de sus bienes patrimoniales y en la erogación de recursos para los gastos 
públicos; así como en las relaciones jurídicas que en el ejercicio de dicha actividad 
se establecen entre los diversos órganos del Estado o entre dichos órganos y los 
particulares, ya sean deudores o acreedores del Estado.12 
En el contenido del derecho financiero se pueden distinguir dos vertientes o ámbitos 
de actuación: el ingreso y el gasto público. El ingreso público,  rama que abarca el 
objeto de nuestra investigación, se definen, desde un punto de vista muy general, 
como las entradas de dinero a la tesorería del Estado para el cumplimiento de sus 
fines, cualquiera que sea su naturaleza económica o jurídica13.  
 
Los ingresos públicos pueden ser de varias clases. En la primera clasificación de 
ingresos públicos encontramos a los tributarios, exigidos de manera coactiva o 
unilateral  y que pueden ser divididos en impuestos, tasas y contribuciones 
especiales. En la segunda clasificación se encuentran los ingresos que el Estado y 
los demás entes públicos obtienen mediante el recurso al crédito: la deuda pública 
y, en general, los ingresos resultantes de operaciones de crédito.  
 
La tercera clasificación contempla los ingresos patrimoniales, que el ente público 
obtiene en su condición de propietario de bienes de su patrimonio o de accionistas 
de empresas públicas o privadas. Y finalmente otros ingresos de derechos públicos 
no tributarios, como, por ejemplo, los precios públicos14.  
 
La Ley No. 55015 define en el artículo 18 los recursos públicos como presupuesto de 
ingresos, los cuales contendrán las estimaciones de todos los recursos a percibir 
                                            
11  Sainz de Bujanda, Fernando. “Hacienda y Derecho I”. Página 28 
12  De la Garza, Sergio Francisco. Derecho financiero mexicano. Página 17 
13 Valdés Costa, Ramón. Curso de derecho tributario. Página 1 
14 Carrión, Mauricio. Manual elemental de derecho financiero y tributario. Página 14. 
15 Ley No. 550, Ley de Administración Financiera y del Régimen Presupuestario. La Gaceta No.167, 29 de 
agosto 2005. 
 durante el ejercicio presupuestario. Los presupuestos de ingresos se pueden 
clasificar según sus distintas fuentes: ingresos tributarios, ingresos no tributarios, 
rentas con destino específico, ingresos propios y de gestión del patrimonio, ingresos 





ii. Naturaleza jurídica 
 
Dentro de la categoría de ingresos, se incluyen los precios públicos, que tienen 
como característica común, la de ser contraprestaciones por los bienes y servicios 
prestados por el Estado en el campo económico y que, desde el punto de vista 
jurídico, reconocen su fuente en el consentimiento obligado y su causa en la ventaja 
o provecho que le proporciona la prestación estatal.  
 
Dichas contraprestaciones tienen en algunos casos, nombres especiales: 
honorarios, peajes, recargos, comisiones, etc., que no indican alteración de los 
citados elementos jurídicos, fuente y causa, reconociendo solo un origen histórico o 
una imprecisión terminológica16. 
 
Los precios públicos, como categoría no tributario de los ingresos, son una clase de 
prestaciones que se pueden considerar a medio camino entre los tributos y el 
derecho privado. Estos  ingresos tienen un gran parentesco con las tasas, y son 
definidos como contraprestaciones pecuniarias que se satisfacen por:  
 
 La utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público. 
 Prestaciones de servicios y las entregas de bienes accesorias a los mismos 
efectuadas por los servicios públicos postales. 
 Prestación de servicios o realización de actividades en régimen de Derecho 
público cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
 
                                            
16 Valdés Costa, Ramón. Ob. Cit., Página 23 
 - Que los servicios o las actividades no sean de solicitud o recepción obligatoria 
por los administrados 
- Que los servicios o actividades sean susceptibles de ser prestados o realizados 
por el sector privado, por no implicar la intervención en la actuación de los 
particulares o cualquiera otra manifestación de autoridad, o bien por no tratarse 
de servicios en los que este declarada la reserva a favor del sector publico 
conforme el ordenamiento jurídico17.  
 
Los precios públicos también son considerados como las contraprestaciones por 
servicios que un Ente público preste en régimen de Derecho Público, mediante 
solicitud voluntaria de los interesados y en concurrencia con el sector privado. Es 
decir, las contraprestaciones por aquellos servicios que escapan al régimen de las 
tasas.  
 
Para que la suma exigible por la prestación de un servicio público tenga carácter de 
precio público, es necesario que la solicitud del servicio sea voluntaria, no solo 
desde el punto de vista formal, sino también sustancial: no se considera voluntaria la 
solicitud de un servicio que sea indispensable para la vida individual o social.18 
 
De la Garza por su parte opina que, al lado de los ingresos no tributarios, el Estado 
recibe algunos otros ingresos cuya obligatoriedad en su pago no tiene su fuente en 
la voluntad unilateral del Estado. Así, cuando el Estado actúa no como autoridad, es 
decir, como persona de derecho público sino como persona de derecho privado, en 
el mismo nivel que los particulares, el ingreso que percibe el Estado tienen el 
carácter de “productos”.  
 
En otros países, los productos reciben el nombre de precios, los cuales se 
distinguen en precios propiamente dichos, precios públicos y precios políticos. Los 
productos tienen su fuente en acuerdos de voluntades, y por ello se les denomina 
también ingresos “ex contractu”19. 
 
                                            
17 Carrión, Mauricio. Ob. Cit., Página 102 
18 Pérez Royo, Fernando. Derecho financiero y tributario, Parte general. Página 120  
19 De la Garza, ob. Cit., Página 383 
 De las consideraciones anteriores podemos extraer que, las actividades 
administrativas y servicios prestados que generen precios públicos como ingresos, 
deben de tener dos elemento de suma importancia, como los son la voluntariedad y 
la ventaja. El primero se destaca ya que la solicitud o recepción del pago por la 
contraprestación no debe de ser obligatoria. La ventaja20, por su parte, implica que 
el particular interesado debe, como objetivo principal de la contraprestación, recibir 
beneficio por haber realizado dicho pago, de otra manera, no nacería la obligación.    
  
Para que se defina la figura jurídica del precio público, la relación que se debe 
establecer entre el particular, ya sea persona jurídica o natural, y el Estado, es 
contractual y voluntaria para el particular interesado. Se establece la imposibilidad 
de su exigencia por la prestación de determinados servicios en razón de un interés 
público importante.  
 
De igual manera, si el servicio o actividad es susceptible de ser prestado por el 
sector privado, estamos ante un precio público y los obligados al pago son quienes 
disfruten, utilicen o aprovechen especialmente el dominio público en beneficio 
particular y los que se beneficien de los servicios o actividades que son objeto de 
precio público.  
 
iii. Ingreso de derecho público o privado 
 
En un principio, podríamos decir que el precio público tiene la misma naturaleza 
jurídica del precio en el derecho privado, y solamente ajustaríamos la característica 
particular de sujeto activo, acreedor del precio, en el derecho público, que en cuyo 
caso sería el Estado. Asimismo concurrirían, igual que en el derecho privado, la 
concertación de voluntades establecidas en el Código Civil21.  
 
                                            
20 Valdés Costa (1996), dicta que en la fuente jurídica de los precios, es importante destacar el elemento causa.   
En materia contractual, y tratándose de contratos onerosos, la causa es la “ventaja o provecho” que le procura a 
cada contratante, la contraprestación efectuada por el otro. En el caso de los precios públicos, la ventaja seria la 
utilidad que lleva al usuario a demandar voluntariamente el bien o el servicio y a prestar su consentimiento para 
pagar un precio (Página 25) 
21 Artículo 1830:  Obligación es la relación jurídica que resulta de la ley o de dos o más voluntades concertadas,  
por virtud de la cual puede una persona ser compelida por otra a dar alguna cosa, a prestar un servicio o a no  
hacer algo. 
 Sin embargo, la diferencia sustancial reside en que la capacidad en el derecho 
privado es de principio, es decir, no es necesario que la ley autorice al sujeto de 
derecho a realizar tales o cuales actividades; en cambio, en el Derecho Público, la 
regla es la inversa, el sujeto, en este caso, el Estado, solamente puede realizar 
aquellas actividades que le están encomendadas por la ley. Este principio se 
encuentra plasmado en el artículo 184 Cn., donde establece que el Estado, el cual 
funge como sujeto activo, no tendrá otra autoridad, facultad o jurisdicción que las 
que le confiere la Constitución Política y las leyes de la República. 
 
Siendo la administración el órgano competente para desarrollar la actividad, tiene 
facultades implícitas para convenir con particular interesado, el precio que remunera 
esa actividad. Esto no impide, claro está, como sucede en nuestro derecho positivo, 
que existan normas legales sobre la formación de ese precio, ya sea fijándolo 
directamente, o ya sea dando criterios dentro de los cuales tendrá que actuar la 
administración.22  
 
Es importante resaltar que en el caso de los precios públicos, el Estado, por medio 
de sus empresas públicas, funge como el único oferente del objeto de la 
contraprestación, creando una similitud con el monopolio estatal. Al respecto, 
Valdés Costa opina que en el precio público, la situación es la misma que el 
empresario privado: el monopolio permite al Estado elevar su precio de venta pero 
no transformar la naturaleza de estos. 
 
La ley será necesaria para crear y organizar la explotación del monopolio, entre 
otras cosas porque este afecta la libertad de la industria y comercio. Pero una vez 
creado y mientras ella subsista, la administración puede proceder a la percepción de 
los recursos correspondientes a su funcionamiento, pues se trata simplemente de 
percibir los precios de los suministros que constituyen el fin mismo de estas 
explotaciones23. 
  
Con el monopolio el Estado se presenta como un vendedor que ofrece a cambio de 
dinero sus mercaderías. Lo que el recibe en cambio, no es, desde el punto de vista 
                                            
22 Valdés Costa, ob. Cit. Página 24 
23 Ídem. Página 33 
 jurídico y económico, otra cosa que un precio.  Por la aplicación de estos principios, 
los ingresos de las explotaciones por parte de los particulares deben de ser fijados 
no por la ley, sino por las disposiciones administrativas.24 
 
b. Diferencia del precio público con cargas tributarias 
 
i. Tributo 
Existen dos grandes diferencias entre los precios públicos y los tributos: a) los 
aspectos constitucionales que los rigen, b) el destino de los montos recaudados.  
Por un lado, los precios públicos, como hicimos la observación anteriormente, 
pueden ser emitidos por actos administrativos, y en consecuencia, ser emitidos por 
medio de acuerdos ministeriales, o decretos ejecutivos, o bien, cualquier acto 
administrativo que este aprobado por ley. Por otro lado, los tributos, 
obligatoriamente deben de estar regidos por Ley (Principio de legalidad) y la 
Asamblea nacional es la única que posee la potestad de crearlos.  
 
El destino, por su parte, es otra gran diferencia entre los precios públicos y los 
tributos. En el caso de los precios públicos, los montos recaudados van, o serian 
destinados a solventar los gastos internos de la Empresa estatal que los recaudo. 
En el caso de los tributos, los ingresos obtenidos por su recaudación poseen un fin 
específico, el cual serial el financiamiento del gasto publico.  
 
En nuestra legislación el artículo 9 del Código Tributario25 señala que tributo son las 
prestaciones que el Estado exige mediante Ley con el objeto de obtener recursos 
para el cumplimiento de sus fines. Los tributos, objeto del presente Código de 
clasifican en: impuestos, tasas y contribuciones especiales. (…) 
 
Concordamos con la opinión de Fernando Sainz de Bujanda cuando afirma que el 
tributo no es otra cosa que el recurso de que los entes públicos se sirven para 
obtener ingresos tributarios. Este mecanismo consiste en hacer surgir a cargo de 
ciertas personas la obligación de pagar al ente público una suma de dinero cuando 
                                            
24 Ídem. Página 34 
25 Ley No. 562, Código tributario de la República de Nicaragua, La Gaceta No. 227, del 23 de noviembre 2005. 
 se dan los supuestos previstos en la ley. El tributo, pues, es una obligación cuya 
prestación consiste en entregar una suma de dinero que constituye para el ente 
público acreedor el ingreso tributario.  
 
En tal sentido, podemos definir al tributo como la obligación de realizar una 
prestación pecuniaria a favor de un ente público para subvenir a las necesidades de 
éste, que la ley hace nacer directamente de la realización de ciertos hechos que ella 
misma establece. 26 
 
Se reconoce como tributos: la tasa; la contribución especial; y los impuestos27. En 
todos ellos puede encontrarse el carácter coercitivo unilateral y la finalidad del fin 
público al que se destinan sus productos. Puede agregarse la exclusividad de la ley 
como fuente de la obligación tributaria.  
 






El impuesto es el tributo típico y más generalizado en la correcta acepción del 
término, es el que representa mejor el género confundiéndose prácticamente con él. 
 
Es el tributo cuya obligación surge al producirse el hecho generador contemplado en 
la ley y obliga al pago de una prestación a favor del Estado, sin contraprestación 
individualizada en el contribuyente.28 
 
A nuestro conocimiento el impuesto es una prestación obligatoria, generalmente 
pecuniaria, que el Estado tiene derecho a exigir a las personas llamadas por ley a 
satisfacerla, cuando realizan determinadas actividades que demuestran capacidad 
económica para contribuir al sostenimiento de los gastos públicos del Estado. 
                                            
26  Sainz de Bujanda, Fernando. Lecciones de Derecho Financiero. Página 171 
27 Artículo 9 del Código Tributario de la República de Nicaragua y artículo 15 de la Ley de Régimen 
Presupuestario Municipal. 
28  Artículo 9, Código Tributario de la República de Nicaragua 
  
De la anterior conceptualización podemos extraer las siguientes notas 
fundamentales: en primer lugar, el carácter obligatorio del impuesto, frente a otros 
ingresos del Derecho Público; en segundo lugar, la falta de toda relación de 
correspondencia entre la prestación exigida y cualquier actividad del ente público 
específicamente dirigida al sujeto que realiza la prestación; en tercer lugar, se 
requiere la presencia de capacidad contributiva en el sujeto llamado a realizar un 
pago a título de impuesto; y finalmente, la cantidad entregada de destina a la 
cobertura del gasto público. 
 
Diferencia con el precio público 
 
La obligatoriedad, que define el carácter de la prestación, la capacidad contributiva, 
que aporta el fundamento de justicia distributiva, y la cobertura del gasto público, 
que marca el fin fundamental o exclusivo de los impuestos, son las notas que por sí 
mismas y en ausencia de cualquier otro elemento definen el impuesto y los 
diferencian de las otras especies tributarias y no tributarias. 
 
En cambio los precios públicos o financieros son ingresos que tienen como 
características común, la de ser contraprestaciones por lo bienes y servicios 
prestados por el Estado en el campo económico y que, desde el punto de vista 
jurídico, reconocen su fuente en el consentimiento del obligado y su causa en la 
ventaja o provecho que le proporciona la prestación estatal. 
 
El cuadro a continuación se ha creado con motivos de reflejar la diferenciación entre 
ambas figuras. 
 




Tienen su fuente en la ley o en una 
norma de rango equivalente. Estamos 
ante obligaciones ex lege 
  
No tiene como fuente la ley sino por 





Tienen carácter coercitivo, entendiendo 
por coercitividad que los impuestos 
surgen por voluntad y ministerio de la ley 
 
A diferencia de todas las especies 
tributarias los precios públicos 
primero que no son tributos y al no 
 con independencia de la voluntad del 
contribuyente cuando se da en la 
realidad el supuesto de hecho 
abstractamente descrito en la norma 
tributaria 
 
ser tributos no tienen carácter 
coactivo en tanto el surgimiento de 
la obligación del pago de los mismos 
nace por intervención del sujeto 
pasivo que ha querido obligarse. 








Generan un ingreso de Derecho Público 
al que se le aplica el régimen legal 
establecido para los tributos en la 
Constitución como en el Código 
Tributario 
 
Aunque genera un ingreso de 
Derecho público, los precios no se 
rigen por lo establecido en la 








El hecho imponible debe ser revelador 
de capacidad contributiva o por lo menos 
debe existir una presunción de que es 
revelador de capacidad contributiva 
 
No intervienen consideraciones 
relacionadas con la capacidad 
contributiva debido a que en el 
establecimiento de los precios 
públicos interviene la voluntad de las 
partes contratantes por lo que no es 
necesario recurrir, como en el caso 
de los tributos, al principio de 
capacidad contributiva como límite a 








Tienen una indudable finalidad 
contributiva, ya que los ingresos 
financieros generados como 
consecuencia del pago de los impuestos 
están dirigidos a solventar el 
cumplimiento de los gastos públicos 
realizados por el Estado en 
cumplimiento de sus fines, generalmente 
esenciales, como son proporcionar 
seguridad, defensa, salud, justicia, etc. 
 
No tiene una finalidad contributiva 
entendida como la necesidad de 
contribuir al sostenimiento del gasto 
estatal. Si bien es cierto, con el pago 
de un precio público se puede estar 
sufragando el gasto y/o costo 
irrogado por el cumplimiento de una 
prestación estatal (que podría 
implicar la realización de un fin 
esencial) es de la naturaleza del 
precio público el ser una prestación 
de dar de naturaleza retributiva de la 






Son tributos no vinculados, en tanto el 
cumplimiento de la prestación debida por 
el sujeto pasivo como consecuencia de 
los mismos no implica la realización por 
parte del Estado de actuación alguna en 
favor del sujeto pasivo obligado a su 
cumplimiento. En síntesis es un tributo 
que se exige sin la realización de 
contraprestación estatal alguna. 
 
El pago de un precio público implica 
el cumplimiento de una 
contraprestación por parte del ente 
público a favor del sujeto que asume 
el pago del precio público 
(prestación). La contraprestación de 
los precios públicos es propia de los 
contratos bilaterales o 
sinalagmáticos. 
No estamos ante una figura 
tributaria, en consecuencia el pago 
del precio público obedece a la 
realización de un servicio por parte 
del ente público a favor del particular 












El mismo artículo 9 del CTr., antes mencionado, conceptualiza la tasa como: (…) el 
tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva o 
potencial de un servicio público individualizado en el usuario del servicio. Su 
producto no debe tener un destino ajeno al servicio que constituye el presupuesto 
de la obligación. No es tasa la contraprestación recibida del usuario en pago de 
servicios no inherentes al Estado. (…) 
 
La tasa es un tributo caracterizado por la prestación de un servicio público 
individualizado hacia el sujeto pasivo.   
 
Podemos afirmar que es el tributo cuya obligación está vinculada jurídicamente a 
determinadas actividades del Estado, relacionadas directamente con el 
contribuyente. Tratándose de un tributo, la obligación de pagarlo debe estar creada 
por la ley y nace en cuanto se verifica el presupuesto de hecho, que en el tributo 
está constituido, por una actividad del Estado que concierne de modo particular al 
contribuyente.   
 
Aplicando este concepto a la vida diaria, las tasas son pagos que hacemos los 
ciudadanos al Estado a cambio de la prestación de un servicio personalizado. 
Ejemplo claro son los pagos que tenemos que hacer en Tránsito Nacional para la 
obtención de una licencia de conducir o circulación de los vehículos. En Migración y 
Extranjería también hacemos el pago de una tasa para que nos den un pasaporte o 
documento de viaje. Pagamos para que nos den algo a cambio. 
  
Diferencia con el precio público 
  
 
La tasa es una de las especies tributarias que ha generado muchas discusiones 
doctrinales con respecto a la naturaleza de su hecho imponible, especialmente por 
su similitud con los precios públicos. En el tema de la similitud de ambas figuras 
jurídicas, recalcamos la lógica efectuada por José Ferreiro Lapatza quien estipula 
que el hecho de constituir una obligación ex lege y una obligación de derecho 
público, separan nítidamente a la tasa de los precios. 
 
Las tasas, para Lapatza, son ingresos de derecho privado, voluntarios, que los 
particulares pagan a la Administración Pública por alguno de sus servicios, y en el 
caso de los precios públicos, la obligación de pagar un precio es una obligación 
voluntaria ex contractu, y el acreedor, el Estado, se encuentra en una situación 
jurídica similar a la de un particular.29 
 
Agrega el citado autor que, cuando la actividad administrativa sea por su naturaleza 
inherente al Estado, parece lógico que los pagos que se exigen a los particulares 
afectados se configuren según el esquema de la tasa. En cambio, cuando la 
actividad de la Administración es similar a la que puede desarrollar cualquier 
particular y su fin primordial es el lucro, entonces es claro que la actividad debe ser 
sometida a las reglas del derecho privado y que los ingresos que se logren deben 
calificarse como precios. 
 
A nuestro parecer, aunque en ambas figuras jurídicas se produzca una prestación 
de servicios o realización de actividades por parte de una entidad estatal, por tanto 
ambos recursos son ingresos de carácter público que benefician al sujeto pasivo en 
particular, consideramos que la mayor diferenciación entre ambas es que el precio 
se configura como un recurso de naturaleza no tributaria, por lo tanto, la relación 
que se establece es contractual y voluntaria para el particular interesado, 
                                            
29
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 desapareciendo las notas de coercitividad propias de los tributos con las 
consiguientes exigencias de legalidad para su creación y aplicación. 
 
Por tanto, confrontando ambas figuras, la tasa está limitada en función de dos notas: 
la obligatoriedad y la no concurrencia. Por el contrario si el servicio o actividad es 
susceptible de ser prestado por el sector privado o bien no existía obligatoriedad en 
su solicitud estábamos ante un precio público. En todo caso, era un precio la 
utilización privativa o el aprovechamiento especial de dominio público. 
 
El cuadro a continuación se ha creado con motivos de reflejar la diferenciación entre 
ambas figuras. 
 





Tienen su fuente en la ley. La norma 
legal unilateralmente establecida por el 
legislador es su causa. En 
consecuencia estamos ante 
obligaciones ex lege 
 
 
No tiene como fuente la ley sino por el 






Tiene carácter coercitivo, entendiendo 
por coercitividad que las tasas surgen 
por voluntad de la ley con 
independencia de la voluntad del 
contribuyente cuando se da en la 
realidad el supuesto de hecho 




A diferencia de todas las especies 
tributarias los precios públicos, primero 
que no son tributos y al no ser tributos 
no tienen carácter coercitivo en tanto el 
surgimiento de la obligación del pago de 
los mismos nace por intervención del 
sujeto pasivo que ha querido obligarse. 





Generan un ingreso de Derecho 
Público al que se le aplica el régimen 
legal establecido para los tributos en la 
Constitución 
 
No cabe duda que el ingreso estatal 
obtenido como consecuencia del pago 
de un precio público es un ingreso 
público en tanto pertenece al Estado en 
virtud de la aplicación del régimen legal 







El hecho imponible en las tasas se 
configura como consecuencia de la de 
la prestación de un servicio o la 
realización de una actividad 
administrativa que afecte o beneficie de 
modo particular al sujeto pasivo. Pero 
exigiéndose que su recepción o 
solicitud de la prestación debida sea 




En los precios públicos no hay hecho 
imponible. No estamos ante una figura 











Las tasas tienen una evidente finalidad 
contributiva, en tanto los ingresos 
financieros generados como 
consecuencia del pago de las tasas 
están afectados a solventar el costo y/o 
gasto incurrido por el ente estatal 
 
Con el pago de un precio público se 
puede estar sufragando el gasto y/o 
costo irrogado por el cumplimiento de 
una prestación estatal (que podría 
implicar la realización de un fin esencial) 
es de la naturaleza del precio público el 
ser una prestación de dar de naturaleza 







Las tasas son tributos vinculados, en 
tanto el cumplimiento de la prestación 
debida como consecuencia de los 
mismos implica la realización por parte 
del Estado de una actuación a favor del 
sujeto pasivo obligado a su 
cumplimiento, en consecuencia 




No estamos ante una figura tributaria, 
en consecuencia el pago del precio 
público obedece a la realización de un 
servicio por parte del ente público a 











El régimen presupuestario que orienta 
el destino de los ingresos generados 
como consecuencia del pago de una 
tasa está establecido en la propia 
norma tributaria y en la naturaleza del 
hecho imponible 
 
Al constituir ingresos públicos de 
carácter contraprestativo obtenidos 
como consecuencia de la celebración 
de un contrato, no se puede decir que 
de inicio el destino de los fondos 
obtenidos por el pago de los precios 
públicos esté destinado a un fin 
específico, aunque al tratarse de 
ingresos públicos su destinación debe 









El artículo 9 del CTr. conceptualiza la contribución especial como: (…) el tributo 
cuya obligación tiene como hecho generador beneficios derivados de la realización 
de determinadas obras públicas y cuyo producto no debe tener destino ajeno a la 
financiación de dichas obras o a las actividades que constituyen el presupuesto de 
la obligación (…). En nuestro sistema tributario la mayor expresión de contribución 
especial son las cotizaciones de cada trabajador al sistema seguridad social. Esas 
cotizaciones contribuyen a la formación de un fondo con un destino exclusivo como 
son las prestaciones sociales con todas sus categorías de los trabajadores y sus 
beneficiarios.  
 
Podemos afirmar que es el equivalente del beneficio obtenido por el motivo de la 
ejecución de una obra o de un servicio público de interés general, es decir, que la 
contribución especial se paga no por el servicio que el Estado ha prestado sino por 
el beneficio especial o ventaja que determina a las personas que lo reciben con 
motivo de la prestación del servicio. 
 
Diferencias con el precio público 
 
La contribución especial resulta de las características del presupuesto de hecho y 
del destino establecido en la ley de creación. Primeramente está constituido por la 
actividad que el Estado realiza con fines generales y que simultáneamente 
proporciona una ventaja particular al contribuyente; y segundo el destino es 
necesario y exclusivamente el financiamiento de esa actividad. 
 
Las notas particulares de este tributo se dan con características en los dos tipos de 
presupuestos de hechos más frecuentes: la construcción de obras públicas y el 
funcionamiento de servicios públicos.  
 
En cambio los precios públicos son contraprestaciones pecuniarias satisfechas por 
la utilización privativa o el aprovechamiento especial de un bien o servicio del 
 dominio público; el destino de la recaudación no es dirigida a una actividad exclusiva  
del Estado, ingresa al fondo público de la nación.  
 
Ambas figuras económicas son ingresos para el Estado pero la finalidad no es la 
misma. El cuadro a continuación se ha creado con motivos de reflejar la 
diferenciación entre ambas figuras. 
 





Tienen su fuente en la ley. Por lo tanto 
estamos ante obligaciones ex lege 
 
 
No tiene como fuente la ley sino por el 






Tienen carácter coercitivo, entendiendo 
por coercitividad que las contribuciones 
nacen por voluntad de la ley con 
autonomía de la voluntad de los 
contribuyentes. Cuando surge en la 
realidad el supuesto de hecho que se 
describe en la legislación tributaria, el 
sujeto pasivo de la contribución se verá 
beneficiado con un incremento en el 
valor de sus bienes como 
consecuencia de la realización de 
obras públicas o actividades estatales 
 
 
A diferencia de todas las especies 
tributarias los precios públicos primero 
que no son tributos y al no ser tributos 
no tienen carácter coercitivo en tanto el 
surgimiento de la obligación del pago 
de los mismos nace por intervención 
del sujeto pasivo que ha querido 







Generan ingresos de Derecho Público 
al que se le aplica el régimen legal 
establecido para los tributos en la 
Constitución 
 
No es aplicable al precio público el 
régimen legal establecido en la 








Se basa en la obtención por el sujeto 
pasivo de un beneficio o un aumento 
de valor de sus bienes como 
consecuencia de la realización de 
obras públicas o del establecimiento o 
ampliación de servicios públicos. No 
interviene la voluntad del sujeto pasivo 
de la contribución. Es precisamente, la 
actividad estatal la que de forma 
indirecta o si se quiere de forma refleja 
tiene un efecto sobre los bienes del 
sujeto pasivo (valorización), efecto que 
desencadena el nacimiento de la 
obligación tributaria consistente en el 
pago de la contribución 
 
 
En los precios públicos no hay hecho 
imponible. No estamos ante una figura 
de carácter tributario 
 





El ingreso recaudado, individualmente 
considerado, debe ser equivalente a al 
beneficio obtenido por el contribuyente 
para que de esa forma se atribuya al 
 
Al constituir ingresos públicos de 
carácter contraprestativo obtenidos 
como consecuencia de la celebración 
de un contrato, no se puede decir que 
 ente estatal la plusvalía inmobiliaria 
generada en los bienes inmuebles del 
contribuyente como  consecuencia de 
las obras públicas y/o de la actividad 
estatal beneficiosa. Ello debido a que el 
contribuyente no puede enriquecerse 
sin motivo mediante la apropiación de 
la plusvalía inmobiliaria exclusivamente 
atribuible al ente estatal, lo contrario 
implicaría enriquecimiento indebido 
 
de inicio el destino de los fondos 
obtenidos por el pago de los precios 
públicos esté destinado a un fin 
específico, aunque al tratarse de 
ingresos públicos su destinación debe 






Las contribuciones son tributos 
vinculados en tanto su pago responde 
a la realización de una determinada 
actividad estatal. Si bien es cierto, la 
realización de la obra pública o de la 
actividad estatal no implica la 
identificación de una prestación estatal 
individualizable en el  contribuyente, lo 
que si es determinable e 
individualizable es el beneficio obtenido 
por el sujeto pasivo por la mayor 
valorización de sus bienes 
 
El pago de un precio público implica el 
cumplimiento de una contraprestación 
por parte del ente público a favor del 
sujeto que asume el pago del precio 
público (prestación). La 
contraprestación de los precios 
públicos es propia de los contratos 
bilaterales o sinalagmáticos.  
CAPITULO III: Canon de Aprovechamiento de Aguas Nacionales 
 
1. Creación 
El canon de aprovechamiento de aguas nacionales tiene su nacimiento jurídico en el 
artículo 87 de la LGAN, la cual “establece el pago de un canon por el uso o 
aprovechamiento de aguas nacionales y los bienes nacionales que administre la 
Autoridad del Agua. Este canon se establecerá y aprobará mediante Ley especial 
dictada por la Asamblea Nacional”. 
 
El artículo 70 del RLGAN le otorga valor económico al recurso agua, estableciendo 
que todo permiso de uso de agua, a excepción de los previstos taxativamente por la 
ley30, conlleva el pago de un canon o cuota. El pago por las concesiones otorgadas 
deberá ser propuesto por la ANA a la Asamblea Nacional. 
 
                                            
30 El uso del agua para consumo humano y para conservación ecológica no requieren de permisos para su uso  
aprovechamiento. Así lo establece el artículo 42 de la LGAN y el artículo 76 del Reglamento de dicha Ley. 
 El Decreto No. 20-200831 crea un cobro de doce córdobas (C$ 12.00) por metro 
cubico de agua extraída a los pozos privados con fines industriales donde el agua 
resulte ser materia prima del proceso productivo y el agua transformada en producto 
final. Este Decreto tiene una vigencia transitoria mientras se publica la Ley de 
cánones establecida en la LGAN. 
2. Concepto 
La palabra canon proviene del griego kanon, y se define como la presión que se 
paga, en reconocimiento del dominio directo de algún predio, por la persona que 
tiene el dominio útil del mismo.32   
 
Aunque la Ley General de Aguas Nacionales no crea un concepto de la figura 
jurídica del canon, podemos extraer de su articulado una aproximación del 
concepto, definiéndolo como la contraprestación a cargo de un particular, por el uso 
o aprovechamiento del bien de dominio público agua. 
3. Naturaleza jurídica 
De los ingresos no tributarios establecidos en la legislación nicaragüense, el canon 
de aprovechamiento de aguas obtiene la figura jurídica del precio público, en tanto 
el primero absorbe completamente las características del segundo. A continuación 
presentamos un cuadro representativo de las características presentes en los 









De conformidad con el artículo 3 de la Ley 
General de Aguas Nacionales de Nicaragua,  
el artículo 72 de la Ley General del Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales, y el 
artículo 102 de la Constitución Política de 
Nicaragua,  las aguas son  patrimonio 
 
El Estado posee la tutela exclusiva de los 
servicios o actividades que generan las cargas 
económicas de precios públicos. Para que sea 
un precio público, los servicios o actividades no 
pueden ser prestados por el sector privado. 
                                            
31 Decreto No. 20-2008, Cobro para coadyuvar con la conservación y protección de los acuíferos, La Gaceta No. 
83, 05 de Mayo del 2008. 
32 Cabanellas de las Cuevas, Guillermo. Diccionario jurídico elemental. Página 60.  
 nacional y por ende de dominio público.  El 
recurso agua ostenta una protección 
especial, de manera que no es susceptible de 
apropiación por parte de particulares. Como 
un bien de dominio público, el 
aprovechamiento de las aguas puede ser 
objeto de explotación racional por parte de la 
administración pública o por los particulares 




Los actos administrativos establecidos en la 
Ley General de Aguas Nacionales que 
generan el canon de aprovechamiento 
(concesión, autorización o licencia especial) 
no son de solicitud o recepción obligatoria. 
Una vez contraída la obligación por ambas 
partes, el particular interesado podrá 
renunciar a los derechos de su uso (Arto. 59 
Inciso e LGAN). 
 
 
Solicitud voluntaria de los interesados: no se 
considera voluntaria la solicitud de un servicio 
que sea indispensable para la vida individual o 
social. 
 
El particular interesado obtendrá ventajas 
económicas por medio de su concesión, 
autorización o licencia especial. Si no 
existiera ventaja por parte de la utilización del 
recurso agua, el particular no se obligaría a 




Una característica esencial es la ventaja 
obtenida por parte del particular, al obligarse a 
pagar un precio público. 
 
La finalidad del canon de aprovechamiento de 
agua no es contributiva, no pretende financiar 
gastos públicos y no se satisface a un ente 
público. 
 
Con el pago de un precio público se puede estar 
sufragando el gasto y/o costo irrogado por el 
cumplimiento de una prestación estatal (que 
podría implicar la realización de un fin esencial) 
es de la naturaleza del precio público el ser una 
prestación de dar de naturaleza retributiva de la 
actuación Estatal contratada 
 
 
 Además de las mencionadas en el recuadro, agregamos a las características 
jurídicas del canon las siguientes: 
 Es una carga económica de regulación estatal sobre el aprovechamiento y 
tutela de la oferta de agua 
 Los ingresos que genere la recaudación del canon de aprovechamiento debe 
garantizar la gestión del recurso hídrico existente y preservarlo para futuras 
generaciones 
 La finalidad del canon de aprovechamiento de agua no es contributiva, no 





El canon funge una función ecológica al establecer un equilibrio sustentable entre la 
preservación del medio ambiente y las actividades económicas del país, en 
consecuencia, es necesaria la protección de las fuentes para asegurar el 
abastecimiento de agua potable de la nación, no sólo en el presente, sino además 
en el futuro.   
 
El cobro de cánones por el uso y aprovechamiento de los recursos hídricos, se da 
con el fin de dar al particular interesado en la explotación del recurso, las 
indicaciones claras sobre el valor real del agua y las formas que sus costos inciden 
en su precio, prestación de servicios de agua y su conservación, así como 
incentivar, bajo los procesos y mecanismos pertinentes, la racionalización del uso y 
reuso del agua y obtener recursos económicos para el financiamiento de la 
planificación hídrica. 
Se cobra un canon con la finalidad de acometer obras de conservación y protección 
de los acuíferos, como medida que coadyuve con garantizar el derecho de los 
nicaragüenses de habitar un medio saludable.  
b. Financiera 
La LGAN crea un Fondo Nacional del Agua (FNA), el cual se financiará, por medio 
de los ingresos de los cánones, partidas presupuestarias y multas por infracciones 
de la misma ley. El FNA tendrá como objetivo principal coadyuvar al financiamiento 
de programas y actividades relacionadas con la Política, el Plan Nacional de los 
Recursos Hídricos, los planes hidrológicos por cuencas y la restauración de las 
mismas.33 
5. Clasificación de los usos de aprovechamiento para el cobro del canon 
                                            
33 Artículo 90 y 91 de la Ley General de Aguas Nacionales 
 Los usos y aprovechamientos del agua referidos en el artículo 87, se definen en los 
artículos 66 y siguientes de la mencionada ley, y los clasifica en: consumo humano, 
servicio de agua potable, uso agropecuario, generación de energía eléctrica 
basándose en aguas nacionales, conservación ecológica, y otros usos, como 
transporte comercial, minero, medicinal y con objetivo turístico. 
a. Consumo humano 
La LGAN es específica al determinar que toda persona tiene el derecho al uso de 
las aguas para consumo humano. El derecho al acceso de agua esta explicito en el 
artículo 105 de la Constitución Política de Nicaragua al establecer que el Estado 




Las personas no necesitarán autorización de ningún tipo para extraer el agua por 
medios manuales o mecánicos, por lo tanto, no generarán ningún canon por el uso 
del agua para este fin. El derecho del agua para consumo humano tampoco será 
condicionado ni supeditado a cualquier otro uso, siempre y cuando tenga libre 
acceso a ellas, no cause perjuicios a terceros, ni implique derivaciones o 
contenciones ni se produzca una alteración en la calidad del agua; o realicen 
actividades que deterioren de alguna forma el cauce y sus márgenes, lo alteren o 
contaminen.34 
 
La Ley también agrega, que en el caso que personas naturales y jurídicas capten o 
distribuyan agua para este tipo de uso, estas serán responsables del cumplimiento 
de las normas técnicas obligatorias aplicables en materia de salud y calidad, 
ejemplo de este caso son las embotelladoras de aguas.  
b. Servicio de agua potable 
La prestación de servicios públicos de agua potable y alcantarillado sanitario a las 
poblaciones a través de acueductos o cualquier otro medio, le corresponde de 
                                            
34 Artículo 66 de la Ley General de Aguas Nacionales. 
 manera exclusiva al Estado a través de las instituciones constituidas para tales 
efectos, y de conformidad a lo establecido en su legislación particular. 
 
Para poder suministrar el recurso, se requerirá de una licencia especial de 
aprovechamiento otorgada por la Autoridad Nacional del Agua (ANA), siempre 
tomando en cuenta que el servicio de agua potable no será objeto de privatización 
alguna, directa o indirecta, y será considerado siempre de carácter público.  
 
La administración, vigilancia y control del recurso agua estará bajo la 
responsabilidad y tutela del Estado a través de las instituciones creadas para estos 
fines o de las que se creen en el futuro. Esta licencia especial es independiente de 
la que otorga el Instituto Nicaragüense de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, 
en materia de prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado 
sanitario. Lo relacionado al cumplimiento de las normas sobre el servicio de agua 
potable y alcantarillado sanitario se rige por lo establecido en las leyes vigentes de 
este sector. 
 
c. Uso agropecuario 
En Nicaragua, el uso del agua para la actividad agrícola está concentrado en el 
Pacífico de Nicaragua, donde se utiliza el sistema de irrigación para la siembra de 
cultivos en aproximadamente 75,000 hectáreas, consumiendo cerca del 30% del 
potencial de agua subterránea y el 15% del agua superficial.  
 
En la medida que los ciclos de lluvia han sido afectados por fenómenos tales como 
El Niño, y en  consideración al hecho que Nicaragua se está insertando en 
mercados de exportación de otros productos  agrícolas no tradicionales, el aumento 
del consumo de agua para la agricultura ha aumentado, aunque todavía no 
sobrepasa en importancia la del consumo directo humano.  
 
El agua superficial disponible para ser usada en irrigación en la región del Pacífico 
se estima en 16,233 millones de metros cúbicos por año. Esto no incluye la 
aportación sin afectación del lago Cocibolca, de 15,800 millones de metros cúbicos 
 por año. Adicionalmente se estima que en las partes estudiadas del país, hay 
17,196 millones de metros cúbicos por año,  que  estarían disponible para irrigación 
proveniente de fuentes de agua subterránea. 
 
Esa utilización actual y futura, conlleva varios problemas dado  que ese uso es 
ineficiente y además no se hace con preservación del entorno, entre ellos su 
contaminación con pesticidas y otras sustancias tóxicas. Pero también el agua 
extraída o usada para irrigación, no tiene un costo para los productores, ya que ni se 
registran ni la pagan.  
 
El Poder Ejecutivo a través del Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) y en 
coordinación con la Autoridad del Agua, promoverá activamente el desarrollo 
productivo y racional del uso del riego para fines de mejorar e incrementar la 
producción y exportación agropecuaria, incluyendo la acuicultura a niveles 
competitivos, asegurando gradualmente la independencia alimentaria del país al 
menos en sus insumos populares básicos.  
 
La ANA promoverá la organización de los productores rurales y la construcción de la 
infraestructura colectiva para el uso y aprovechamiento del agua para fines 
agrícolas, pastoriles y forestales. Las aguas servidas debidamente tratadas y previa 
comprobación de su no afectación a la salud humana y ecosistema, podrán ser 
usadas para riego. 
 
La LGAN determinará el aprovechamiento de las aguas para uso agropecuario, 
otorgando concesiones a las personas naturales o jurídicas que exploten el agua 
para fines agrícolas, ganaderos o forestales. De  igual manera se les otorgará a 
personas jurídicas organizadas en asociaciones para administrar u operar un 
sistema de riego.  
d. Generación de energía eléctrica 
En 1998 el 35% de la energía eléctrica del país era suministrada de fuentes 
hidroeléctricas, generadas por dos presas grandes y varias plantas pequeñas. Esta 
forma de generación barata y limpia ha sido abandonada en su mantenimiento e 
 inversión y actualmente la generación eléctrica es dependiente del petróleo en el 
90%.  
 
El abandono de la generación eléctrica utilizando el recurso agua ha llevado a 
sucesivos problemas de cortes y encarecimiento de la energía eléctrica, otro 
elemento básico para el desarrollo humano y económico de un país, cuyo suministro 
se ha deteriorado por la privatización de una parte de la generación y la casi 
totalidad de la distribución. Igual que con las fuentes hidroeléctricas ha pasado con 
las fuentes geotérmicas, que constituyen otro potencial para producir las 
necesidades energéticas del país.  
 
La diferencia del primer uso, es que el agua usada en las represas hidroeléctricas 
sufre poca transformación y es reutilizables, mientras que las aguas re inyectadas 
en los pozos geotérmicos normalmente producen en sus sobrantes adiciones de 
minerales pesados como el boro. 
 
El Estado tendrá la prioridad para el establecimiento de plantas generadoras de 
energía eléctrica a base de la utilización racional, sostenible y productiva de los 
recursos hídricos. La escala de estas debe limitarse a niveles que garanticen la 
protección del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales y su 
entorno. 
 
Para el uso y aprovechamiento de aguas nacionales se requiere una licencia 
exclusiva otorgada por la Autoridad Nacional del Agua (ANA). Esta licencia es 
independiente a la que otorga la autoridad competente en materia de generación de 
energía eléctrica35 
 
La institución rectora del sector energético (INE) deberá establecer permanente 
coordinación con la ANA a efecto de solicitarle información técnica sobre el 
potencial de generación, disponibilidad del recurso y posibles afectaciones a otros 
usos o a terceros, así como, la evaluación ambiental estratégica del MARENA 
                                            
35 La autoridad competente en materia de generación de energía eléctrica es el Instituto Nicaragüense de 
Energía (INE) 
 respecto a la viabilidad y el impacto ambiental que pudieran causar las obras al 
medio ambiente. 
e. Otros usos 
El uso o aprovechamiento de aguas nacionales superficiales o del subsuelo, como 
transporte comercial, minero y medicinal, requiere de una concesión otorgada por la 
autoridad nacional del agua (ANA); como turismo, se sujetara a lo dispuesto en la 
legislación de la materia. 
-    Uso de transporte en vías navegables  
 
A pesar de que el país posee 2,220 kilómetros de vías acuáticas navegables sin 
incluir los dos grandes lagos (el Xolotlán o de Managua y el Cocibolca o de 
Nicaragua), la navegación fluvial o lacustre está muy poco desarrollada. Inclusive a 
nivel del mar, sólo  existen seis puertos marítimos, tres en la costa del Pacífico y 
tres en la del Atlántico, por lo demás mal equipados, de tal forma que la carga 
marítima entra y sale en su mayoría por puertos de las vecinas repúblicas de 
Honduras y Costa Rica.  
 
Aunque a nivel primitivo o muy deficiente, los ríos constituyen la principal vía de 
transporte en la región del Caribe, incluyendo la travesía de Managua a Bluefields  
que en la parte acuática dura 5 horas en bote navegando en el Río Escondido. El 
Río San Juan, con el que periódicamente se enardece el patriotismo  nicaragüense,   
está casi abandonado y contaminado por las escorrentías de los cultivos de la zona, 
los desechos de San Carlos y con mayor fuerza por las bananeras y otros cultivos 
de exportación en el territorio costarricense y con el peligro de que la minería a cielo 
abierto lo impacte más negativamente.  
 
-    Uso de recreación  
 
En el año 2000 el turismo constituyó la tercera fuente de divisas más importante del 
país. Esta actividad ofrece buenas oportunidades para la inversión extranjera y la 
generación de empleos, especialmente en ecoturismo y proyectos en el mar. Ello es 
debido a la diversidad de recursos del país relacionados con el agua y las playas.  
  
Existen de forma abundante bellas playas tanto en las costas del Atlántico como del 
Pacífico, lagos y lagunas, e islas en el Caribe. El Lago de Nicaragua, con 8,157 
kilómetros cuadrados, es el más grande  de Centroamérica; alberga un total de 500 
pequeños islotes tropicales, albergues naturales para las orquídeas y variedad de 
aves, encontrándose en sus aguas peces raros, incluso los únicos tiburones de 
agua dulce.  
 
Muchas otras áreas en el país, incluyendo la Isla de Ometepe, la mayor del mundo 
en agua dulce, el Río San Juan, y la Isla del Maíz Pequeña, tienen gran potencial 
para el desarrollo del ecoturismo. La Isla del Maíz en el Caribe ofrece una de las 
mejores áreas para retiros y tiene gran potencial para desarrollar la navegación, la 
pesca deportiva y el buceo. Las características que ofrece el lugar incluyen agua 
color turquesa, playas de arena blanca con palmeras de coco y arrecifes de coral.  
 
En general este recurso agua/playa está poco desarrollado, aunque en estos últimos 
años  nuevos empresarios e inversionistas extranjeros han incursionado con 
proyectos millonarios en las playas del Pacífico, la cual se extiende por  305 
kilómetros desde el Golfo de Fonseca en la frontera con Honduras hasta la frontera 
con Costa Rica en el Sur.  Sin embargo, no todos estos proyectos cuentan con un 
estudio de impacto ambiental  y en muchos casos el uso de agua va en detrimento 
de los pobladores ancestrales de la zona.  
 
f. Fines industriales 
 
Se entiende por usos industriales del agua los que realizan aquellas industrias que, 
por su singularidad, tamaño y suministro, hacen que deba analizarse de un modo 
diferente y separado a los demás usos. Como materia prima en un proceso de 
fabricación, el agua se incorpora a numerosos productos industriales.  
 
Especial importancia tiene el uso del agua en la industria alimentaria (bebidas 
embotelladas), pues en este caso el agua constituye la mayor proporción del 
producto acabado. Desde una perspectiva global, el uso industrial del agua es, junto 
al agropecuario, el causante de que el suministro de agua vaya siendo un problema 




Los sujetos involucrados en el pago del canon por aprovechamiento de aguas 
nacionales serán, por un lado, los entes estatales involucrados en la gestión de 
cobro de cánones por el uso y aprovechamiento del agua. Según la LGAN en su 
artículo 26, es parte de las funciones del ANA la gestión y cobro del canon de 
aprovechamiento de aguas nacionales.  
 
Por otro lado, y actuando como sujeto pasivo, se encuentran las personas, naturales 
o jurídicas, que acepten la obligación de pagar el canon a cambio de una 
contraprestación por parte del Estado, la cual será el uso y aprovechamiento de 
aguas nacionales.  
 
Además de lo expuesto en la LGAN, el Decreto 20-2008,  autoriza a ENACAL a 
efectuar los cobros mensuales establecidos en este mismo cuerpo legal, institución  
del Estado que conforme a lo establecido en la Ley 276, Ley de creación de 
ENACAL, tiene la función de proteger las fuentes de agua.   
  
h. Ente competente 
 
El ente encargado del otorgamiento de las  concesiones de aprovechamiento de 
aguas y por consiguiente del cobro, gestión y administración del nuevo canon es la 
Autoridad Nacional del agua (ANA), así lo establece el artículo 26, literal j y n, de la 
LGAN. 
 
i. Destino del ingreso 
 
Los montos recaudados por los cánones por el uso o aprovechamiento de aguas 
nacionales, se destinarán preferentemente a cubrir los gastos para la 
administración, planificación, investigación, desarrollo tecnológico y de sistemas de 
información, así como, financiar inversiones del Estado en obras sociales de 
atención a comunidades marginadas de protección y beneficio ambiental.  
  
De igual manera se crea el Fondo Nacional de Agua36, el que se formará y 
financiará fundamentalmente con los ingresos provenientes del pago del canon. 
Este fondo tendrá como objetivo principal coadyuvar el financiamiento de programas 
y actividades relacionadas con la política, los planes hidrológicos de cuencas y la 




Los ingresos provenientes del cobro establecido en el Decreto No. 20-2008 serán 
empleados para invertirse en obras de conservación de los acuíferos. En efecto, 
ENACAL, autoridad competente para hacer este cobro, utiliza estos fondos para el 
presupuesto interno de esta Empresa, ya que por ser un ente descentralizado y con 
autonomía financiera no obtiene partida presupuestaria directa del Estado de la 
República de Nicaragua. En dicho presupuesto interno se cubren actividades de 














                                            
36 Por medio de este Fondo se crea un ingreso propio, distinto a las transferencias de fondos públicos que 
puedan recibir de la Administración Central, proveniente del Presupuesto General de la República. En 
Nicaragua, existen más de 20 Fondos creados en diferentes leyes ordinarias, que ingresan al Tesoro Nacional y 
luego son distribuidos discrecionalmente a la entidad gubernamental que lo recaudo. En momentos actuales de 
tensión financiera resulta perjudicial la proliferación de presupuestos paralelos a instituciones del Ejecutivo. Es 
muy difícil cuantificar la dimensión apropiada de esos fondos, de tal forma que generalmente se despilfarran 






















 El agua es un recurso vital para la vida y el medio ambiente de nuestro país, 
por lo tanto el Estado tiene la obligación de protegerlo y conservarlos, 
creando medidas precautorias y económicas, como lo es el canon de 
aprovechamiento de aguas establecido en la Ley general de aguas 
nacionales.  
 La naturaleza jurídica del canon de aprovechamiento es de precio público, 
por ser una contraprestación entre el particular interesado y el Estado, en 
donde existe las característica de voluntad, ventaja económica y ecológica de 
ambas partes y carece el sentido de obligatoriedad. Siendo el canon un 
precio público, su destino es dirigido a sufragar el gasto o costo causado por 
el cumplimiento de la prestación estatal. En tal caso, el monto recaudado se 
 dirigirá a sufragar los costos no solo administrativos del ANA, sino también 
medioambientales.  
 El canon de aprovechamiento de aguas nacionales se rige por instituciones 
creadas en la LGAN y el RLGAN. Dichas instituciones tienen como objetivo 
primordial la protección de los recursos hídricos de Nicaragua, el 
establecimiento de un Plan nacional de recursos hídricos para que le permita 
al país cuantificar el agua y en consecuencia, determinar su uso y 
aprovechamiento.  
 El canon de aprovechamiento debe ser creado mediante Ley especial dictada 
por la Asamblea Nacional y aplicado por la ANA, una vez que esta institución 
se encuentre en funcionamiento. Los cánones afectarían a  los  sectores 
industriales, agropecuarios y turísticos, los cuales deberán pagar un monto 
por metro cubico de utilización de agua nacional.  
 
 El destino del canon de aprovechamiento es el de ser utilizado para la 
protección y sostenibilidad del recurso agua. Con este recurso económico 
que el Estado perciba y un plan de desarrollo por parte de las autoridades 
encargadas de velar por el agua, se podría resolver la falta de cobertura del 
servicio de agua potable y saneamiento a la población nicaragüense que 
actualmente no tienen acceso al servicio público. 
 El Cobro para coadyuvar la conservación y protección de los acuíferos, 
creado por medio de Decreto 20-2008, no debería de estar en vigencia por 
violar el Principio de legalidad. A su vez, el cobro no posee ninguna eficacia 
legal, ya que la autoridad competente para realizarlo no posee la 
competencia necesaria. Si bien es cierto que el agua es un bien tutelado por 
el Estado, también es cierto que el Estado tiene una organización y 



























 El canon, como régimen económico que regula el uso y aprovechamiento de 
aguas nacionales, debe reflejar el verdadero costo del recurso hídrico, 
debiendo mantener un equilibrio en el precio, de manera que no exceda el 
monto real, ni se minimice su importe. El canon de aprovechamiento de 
aguas nacionales debe cubrir los costos de conservación de los acuíferos 
explotados, cubrir gastos de administración, planificación, investigación y 
desarrollo técnico.  
 Es tarea del Estado concientizar a la sociedad civil y empresarios nacionales 
sobre los efectos futuros que puede causar la contaminación y deterioro del 
este bien en nuestro país. Los ciudadanos debemos acompañar los 
 esfuerzos que hace el Estado por preservar este recurso natural, ya que 
formamos partes del ciclo del agua y del medio ambiente.  
 Respetar el procedimiento establecido por la Ley general de aguas 
nacionales con respecto a la creación de los cánones. Dicha ley estipula que 
la Asamblea Nacional establecerá y aprobará la Ley de cánones, donde se 
estipularan los montos a cobrarse por metro cubico de extracción.  
 Como parte de la responsabilidad social de las empresas que extraen el 
recurso agua como materia prima, se debería de integrar la actividad de que 
genere un bienestar medioambiental, dirigido específicamente a la 
conservación o protección del  recurso hídrico.  
 Poner en funcionamiento la Autoridad Nacional del Agua (ANA), que norma 
muchos aspectos que constituían importantes lagunas jurídicas, posibilitando 
así deslindar y distribuir las responsabilidades de las distintas instituciones 
gubernamentales sobre este recurso. 
 Formular campañas dirigidas a la sociedad civil y a las empresas 
relacionadas con el recurso hídrico, para concientizarlos sobre la 
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